
 
R.D. N° 4-4/2011.-                                           

Montevideo, 16 de febrero de 2011.- 

 

CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL  

ENTRE FRANCIA Y URUGUAY 

Elevación Poder Ejecutivo.- 

SEC.GRAL./980 

___________________________________  

 

 VISTO: estas actuaciones relacionadas con el Convenio de Seguridad Social, 

suscrito el 10.12.2010 entre la República de Francia y la República Oriental del Uruguay; 

 

  RESULTANDO: I) que dicho Acuerdo representa un avance importante en el 

relacionamiento del Uruguay en materia laboral y de seguridad social con Estados 

extranjeros; 

 

                                          II) que históricamente nuestro País ha tenido vínculo con 

Francia en el campo comercial, diplomático, cultural y científico, lo que se ha cimentado 

en las últimas décadas con un proceso migratorio en ambas direcciones; 

 

                                          III) que ello pone de relieve la importancia del acuerdo 

alcanzado, que permitirá el acceso a miles de personas al fin de su vida laboral, a la 

percepción de una jubilación, sin perjuicio de otros beneficios derivados de la actividad y 

de la cooperación interinstitucional entre ambos países; 

 

 CONSIDERANDO: que se comparte el Convenio de referencia y la 

correspondiente exposición de motivos, por lo que corresponde su elevación al Poder 

Ejecutivo, para que propicie su aprobación por parte de la Asamblea General; 

 

ATENTO: a lo expuesto precedentemente, a lo dispuesto por el art. 168, num. 20 

y art. 85, nral. 7 de la Constitución de la República, y a lo informado con fecha 

08.02.2011 por el Sector Convenios y Asuntos Internacionales; 

  

EL  DIRECTORIO  DEL  BANCO  DE  PREVISIÓN  SOCIAL  

 

R  E  S  U  E  L  V  E  : 

 

ELÉVENSE ESTAS ACTUACIONES AL PODER EJECUTIVO, A TRAVÉS DEL 

MINISTERIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL, PROPICIANDO EL 

EJERCICIO DE SU FACULTAD DE INICIATIVA, LA APROBACIÓN POR PARTE 

DE LA ASAMBLEA GENERAL, DEL CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL 

SUSCRITO EL 10.12.2010, ENTRE LA REPÚBLICA DE FRANCIA Y LA 

REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY, Y LA CORRESPONDIENTE 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS QUE SE ADJUNTAN Y QUE FORMAN PARTE 

INTEGRANTE DE LA PRESENTE RESOLUCIÓN.-                                       

 

 

                                                                                                           ERNESTO MURRO 

EDUARDO GIORGI BONINI                                                                Presidente 

        Secretario General 
hbr/ek  
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CONVENIO DE SEGURIDAD SOCIAL 

 

ENTRE 

 

EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 

 

Y 

 

EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FRANCESA 
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EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY, 

 

y 

 

EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA FRANCESA, 

 

denominados los “Estados contratantes” en todo cuanto a continuación se 

indica; 

 

han decidido concluir un Convenio con miras a instaurar relaciones 

mutuas entre los dos países en el ámbito de la seguridad social y, 

 

con este fin estipulan lo siguiente: 

 

 

PRIMERA PARTE 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1 

Definiciones 

 

1. En el marco del presente Convenio, los términos y expresiones 

indicados a continuación tienen el siguiente significado: 

a) “Francia”: la República francesa; “Uruguay”: la República 

Oriental del Uruguay; 

b) “legislación”: la totalidad de las disposiciones constitucionales, 

legislativas, reglamentarias, otras disposiciones legales y todas las 

medidas de aplicación relativas a los regímenes de seguridad social 

contemplados en el artículo 2 del presente Convenio; 
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c) “autoridad competente”: 

- para Francia: el/los ministerio(s) encargado(s) de la seguridad 

social, en lo que les atañe específicamente; 

- para Uruguay: el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social o el 

organismo delegado correspondiente; 

d) “entidad competente”: la entidad, el organismo o la autoridad 

encargados, total o parcialmente, de la aplicación de las legislaciones 

mencionadas en el artículo 2 del presente Convenio;  

e) “organismo de enlace”: el organismo designado como tal por la 

autoridad competente de cada Estado contratante en el acuerdo 

administrativo previsto en el artículo 22 del presente Convenio con el fin 

de encargarse de la coordinación, información y asistencia, para la 

aplicación del presente Convenio, ante las entidades de los dos Estados 

contratantes y las personas a las que podría aplicarse el artículo 3 del 

presente Convenio; 

f) “período de seguro”: los períodos de cotización o de seguro 

reconocidos por la legislación bajo la cual se ha cumplido el período, al 

igual que los períodos asimilados a un período de cotización o de seguro 

con acuerdo a dicha legislación; 

g) “pensión o renta”:  

- para Francia: las prestaciones en metálico, incluyendo las sumas a 

tanto alzado, los suplementos o recargos aplicables en conformidad con las 

legislaciones mencionadas en el artículo 2 del presente Convenio, 

destinados a cubrir los riesgos de invalidez, vejez, sobrevivencia, 

accidentes laborales y enfermedades profesionales, con excepción de las 

indemnizaciones por incapacidad temporal contempladas por su 

legislación; 

- para Uruguay: toda prestación en dinero o en especie prevista en 

las legislaciones mencionadas en el artículo 2 del presente Convenio, 

incluyendo suplementos, incrementos o actualizaciones; 
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h) “residencia”: el lugar de residencia habitual de una persona; 

i) “territorio”: 

- para Francia: el territorio de los departamentos continentales y de 

ultramar de la República francesa, incluyendo el mar territorial al igual 

que las zonas en las que, en conformidad con el derecho internacional, la 

República francesa goza de derechos soberanos y ejerce su jurisdicción; 

- para Uruguay: el territorio de la República Oriental del Uruguay, 

incluyendo el mar territorial y las zonas en las que, en virtud del derecho 

internacional, la República Oriental del Uruguay goza de derechos 

soberanos para explorar y explotar los recursos naturales de los fondos 

marinos y de su subsuelo, y de las aguas superficiales. 

 

2. En virtud del presente Convenio, los términos que no se hayan 

definido en el apartado 1 del presente artículo conservan el significado que 

les haya sido atribuido por la legislación aplicable. 

 

 

Artículo 2 

Campo de aplicación material 

 

1. El presente Convenio se aplicará, total o parcialmente según los 

artículos, a las legislaciones relativas a los regímenes de seguridad social 

generales y especiales, obligatorios y voluntarios, incluyendo los 

regímenes de las profesiones autónomas, que cubren los siguientes 

riesgos: 

- enfermedad; 

- maternidad y paternidad asimiladas; 

- invalidez; 

- muerte; 

- vejez; 
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- sobrevivencia (pensiones); 

- accidentes laborales y enfermedades profesionales; 

- familia. 

 

El presente Convenio no se aplicará, para Francia, a los regímenes 

de seguro voluntario contemplados en el título VI del libro séptimo del 

Código de la Seguridad Social y gestionados por la Caisse des Français de 

l’étranger. 

 

2. a) El presente Convenio se aplicará igualmente a todas las 

disposiciones que enmienden o amplíen las legislaciones mencionadas en 

el apartado 1 del presente artículo. 

 

b) El presente Convenio se aplicará a las legislaciones que amplíen 

los regímenes existentes a nuevas categorías de beneficiarios a no ser que, 

a este respecto, el Estado contratante que enmiende su legislación 

comunique al otro Estado contratante, en un plazo de seis meses contados 

a partir de la publicación oficial de dicha legislación, sus objeciones a la 

inclusión de estas nuevas categorías de beneficiarios. 

 

c) En cambio, el presente Convenio no se aplicará a las 

disposiciones legislativas que creen una nueva rama de seguridad social, 

salvo si las autoridades competentes de los Estados contratantes resuelven 

aplicarlas. 
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Artículo 3 

Campo de aplicación personal 

 

Salvo disposición en contrario, el presente Convenio se aplicará a 

todas las personas, cualquiera sea su nacionalidad, que estén o hayan 

estado sujetas a la legislación de uno u otro Estado contratante, a sus 

derechohabientes y a sus sobrevivientes. 

 

 

Artículo 4 

Igualdad de trato 

 

Salvo disposiciones contrarias del presente Convenio, las personas 

mencionadas en el artículo 3 que residen habitualmente en el territorio de 

un Estado contratante tendrán los mismos derechos y obligaciones que 

correspondan a sus ciudadanos por la legislación de dicho Estado 

contratante. 

 

 

Artículo 5 

Exportación de prestaciones 

 

Salvo disposiciones en contrario del presente Convenio, un Estado 

contratante no podrá suspender, reducir ni modificar las pensiones y rentas 

adquiridas en virtud de su propia legislación o del presente Convenio 

basándose en el motivo que el beneficiario permanece o reside en el 

territorio del otro Estado contratante o de un tercer Estado. Esta 

disposición no se aplicará a las prestaciones no contributivas de 

solidaridad nacional, que sólo pueden pagarse en el territorio del Estado 
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que adeude dichas prestaciones. Estas últimas se mencionarán en el 

acuerdo administrativo previsto en el artículo 22 del presente Convenio. 

 

La entidad deudora pagará directamente al beneficiario las 

pensiones o rentas que le correspondan, en las fechas y según las 

modalidades previstas por la legislación que aplica.  

 

 

Artículo 6 

Cláusulas de reducción, suspensión o supresión 

 

1. Las cláusulas de reducción, suspensión o supresión previstas por 

la legislación de un Estado contratante, en caso de acumulación de una 

prestación con otras prestaciones de seguridad social o con otros ingresos 

de cualquier género, afectarán al beneficiario aun cuando se trate de 

prestaciones adquiridas en virtud de un régimen del otro Estado 

contratante o de ingresos obtenidos en el territorio del otro Estado 

contratante. No obstante lo anterior, esta disposición no se aplicará a las 

prestaciones del mismo género calculadas con acuerdo a lo dispuesto en el 

artículo 15 del presente Convenio. 

 

2. Las cláusulas de reducción, suspensión o supresión previstas por 

la legislación de un Estado contratante, en los casos en que el beneficiario 

de prestaciones de invalidez o de prestaciones anticipadas de jubilación 

ejerza una actividad remunerada, afectarán al beneficiario incluso si ejerce 

su actividad en el territorio del otro Estado contratante. 
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SEGUNDA PARTE 

DISPOSICIONES RELATIVAS A LA LEGISLACIÓN APLICABLE 

 

Artículo 7 

Regla general 

 

Con excepción de lo dispuesto en los artículos 8 a 12, una persona 

que ejerza una actividad remunerada en el territorio de un Estado 

contratante, estará sujeta únicamente a la legislación de dicho Estado, en 

razón de esa actividad. 

 

 

Artículo 8 

Disposiciones especiales: Desplazamiento de trabajadores 

 

1. Una persona que ejerza habitualmente una actividad asalariada en 

un Estado contratante por cuenta de una empresa que ejerce normalmente 

sus actividades en dicho Estado, y sea enviada por dicha empresa al otro 

Estado contratante para ejercer un trabajo por cuenta de dicha empresa, 

seguirá sujeta a la legislación del primer Estado contratante como se 

estipula en el artículo 2, siempre y cuando dicha persona no sea enviada en 

reemplazo de otra que haya llegado al final del período de su 

desplazamiento y que la duración previsible del trabajo no sea superior a 

veinticuatro meses, incluyendo el período de vacaciones. 

 

2. El apartado 1 del presente artículo se aplicará si una persona que 

haya sido enviada por su empresa del territorio de un Estado contratante al 

territorio de un tercer Estado es enviada posteriormente, por esa misma 

empresa, del territorio del tercer Estado al territorio del otro Estado 

contratante. 
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Artículo 9 

Disposiciones especiales: Personas que formen parte de la tripulación de 

una empresa de transporte internacional 

 

1. Una persona que forme parte de la tripulación de una empresa 

que ofrezca servicios de transporte internacional de pasajeros o 

mercancías, por cuenta propia o por cuenta de terceros y cuya sede se 

encuentre en el territorio de un Estado contratante, estará sujeta a la 

legislación de dicho Estado. 

 

2. En caso que dicha persona esté empleada por una sucursal, una 

representación permanente, o esté vinculada a una base de afectación que 

la empresa posea en el territorio de un Estado contratante diferente de 

aquel donde está situada la sede  esa persona sólo estará, en lo que atañe a 

esta actividad, sujeta a la legislación del Estado contratante en el que se 

encuentra situada dicha sucursal, representación permanente o base de 

afectación. 

 

3. No obstante los dos apartados anteriores, si trabaja 

preponderantemente en el territorio del Estado contratante en el que reside, 

el empleado sólo estará, en lo que atañe a esta actividad, sujeto a la 

legislación de dicho Estado contratante, incluso si la empresa de transporte 

que lo emplea no tiene sede, sucursal ni representación permanente en 

dicho territorio. Las condiciones de apreciación del carácter preponderante 

de la actividad se definen en el acuerdo administrativo previsto en el 

artículo 22 del presente Convenio. 
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Artículo 10 

Disposiciones especiales: Gente del mar 

 

1. Una persona que ejerza una actividad remunerada a bordo de una 

embarcación con pabellón de un Estado contratante estará sujeta a la 

legislación de dicho Estado contratante. 

 

2. Exceptúase del apartado 1 anterior, a la persona que ejerza una 

actividad asalariada a bordo de una embarcación con pabellón de uno de 

los Estados contratantes y sea remunerada por dicha actividad por una 

empresa o una persona que tenga su sede o su domicilio en el territorio del 

otro Estado contratante donde además el trabajador resida. En tal caso, 

estará sujeta a la legislación de este último y la empresa o la persona que 

remunere al trabajador se considerará como el empleador para la 

aplicación de dicha legislación. 

 

3. Tampoco se aplicará el apartado 1) anterior, si un trabajador que 

ejerce una actividad remunerada en una empresa mixta de pesca, reside en 

el territorio del Estado contratante donde se encuentra dicha empresa, en 

cuyo caso estará sujeto a la legislación de ese Estado. 

 

4. No obstante los tres apartados anteriores, si trabaja 

preponderantemente en el territorio del Estado contratante en el que reside, 

el empleado, en lo que atañe a esa actividad, solo estará sujeto a la 

legislación de dicho Estado contratante, incluso si la empresa de pesca que 

lo emplea no tiene sede, sucursal ni representación permanente en dicho 

territorio. Las condiciones de apreciación del carácter preponderante de la 

actividad se definen en el acuerdo administrativo previsto en el artículo 22 

del presente Convenio. 
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5. Los trabajadores que se desempeñen en servicios de carga, 

descarga y reparación de las embarcaciones o en servicios de vigilancia en 

un puerto estarán sujetos a la legislación del Estado contratante donde está 

situado dicho puerto. 

 

 

Artículo 11 

Funcionarios y miembros de las misiones diplomáticas y consulares 

 

1. Los funcionarios y el personal asimilado, al igual que los 

miembros de su familia que no ejerzan una actividad remunerada, seguirán 

sujetos a la legislación del Estado contratante del que depende la 

administración empleadora. 

 

2. El presente Convenio no afectará las disposiciones del Convenio 

de Viena del 18 de abril de 1961 sobre las relaciones diplomáticas ni las 

del Convenio de Viena del 24 de abril de 1963 sobre las relaciones 

consulares. 

 

 

Artículo 12 

Excepciones a lo dispuesto en los artículos 7 a 11 

 

En interés de ciertos asegurados o de determinadas categorías de 

asegurados, las autoridades competentes o entidades competentes 

designadas con este fin en el acuerdo administrativo previsto en el artículo 

22 del presente Convenio podrán prever de común acuerdo excepciones a 

lo dispuesto en los artículos 7 a 11, siempre y cuando las personas 

comprendidas estén sujetas a la legislación de uno de los Estados 

contratantes. 
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TERCERA PARTE 

DISPOSICIONES RELATIVAS A LAS PRESTACIONES 

 

 

CAPÍTULO 1: PENSIONES DE INVALIDEZ, VEJEZ Y SOBREVIVENCIA 

 

 

Artículo 13 

Condiciones de apreciación del derecho a prestaciones 

 

1. Si la legislación de uno de los Estados contratantes supedita la 

concesión de las prestaciones al requisito de que el trabajador haya estado 

sujeto a dicha legislación en el momento de producirse el hecho generador 

de la prestación, se considerará cumplido este requisito si, al ocurrir el 

mismo, el trabajador cotiza en el otro Estado contratante o percibe una 

pensión del mismo género del segundo Estado. 

 

2. Si, para el reconocimiento del derecho a la prestación, la 

legislación de uno de los Estados contratantes exige el cumplimiento de 

períodos de seguro en un tiempo determinado, inmediatamente antes del 

acontecimiento que originó la prestación, se considerará cumplido este 

requisito si el interesado presenta los documentos justificantes de los 

períodos de seguro cumplidos en virtud de la legislación del otro Estado 

contratante en el período inmediatamente anterior al acontecimiento 

considerado. 
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Artículo 14 

Totalización de los períodos de seguro 

 

1. Cuando se hayan cumplido períodos de seguro bajo la legislación 

de los dos Estados contratantes, la entidad competente de cada Estado 

contratante tomará en cuenta, si procede, los períodos cumplidos bajo la 

legislación del otro Estado contratante, para la determinación del derecho 

a prestaciones en virtud de la legislación que aplica, siempre y cuando los 

períodos no se superpongan. 

El acuerdo administrativo previsto en el artículo 22 del presente 

Convenio contendrá disposiciones a aplicar en caso de superposición de 

períodos. 

 

2. Si la legislación de uno de los dos Estados contratantes supedita 

la concesión de determinadas prestaciones de vejez o sobrevivencia al 

cumplimiento de períodos de seguro en virtud de un régimen especial o en 

una profesión o actividad determinada, sólo los períodos de seguro 

cumplidos en virtud de un régimen equivalente o en la misma profesión en 

el otro Estado contratante se tomarán en cuenta para determinar el derecho 

a dichas prestaciones. 

 

3. Los períodos de seguro cumplidos en virtud de un régimen 

especial de uno de los Estados contratantes se tomarán en cuenta en virtud 

del régimen general del otro Estado para la concesión del derecho a 

prestaciones, a condición de que el interesado haya estado afiliado a dicho 

régimen, incluso si el último Estado ya ha tomado en cuenta estos períodos 

en virtud de un régimen mencionado en el apartado 2. 

 

4. Las disposiciones de los apartados 1 y 2 del presente artículo no 

se aplicarán, para Francia, a los regímenes especiales de los funcionarios 
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civiles y militares del Estado, de la función pública territorial y de la 

función pública hospitalaria ni al régimen de los obreros de los 

establecimientos industriales del Estado para la concesión del derecho a 

las prestaciones del régimen especial. No obstante lo anterior, para 

determinar la tasa de liquidación de la pensión, los regímenes especiales 

franceses de los funcionarios civiles y militares del Estado, de la función 

pública territorial, de la función pública hospitalaria y de los obreros de los 

establecimientos industriales del Estado tomarán en cuenta, en concepto 

de la duración de seguro cumplida en uno o varios regímenes distintos de 

jubilación de base obligatorios, los períodos de seguro cumplidos bajo la 

legislación uruguaya. 

 

5. Para la aplicación de las disposiciones relativas a la totalización 

de los períodos de seguro y al cálculo del derecho a pensión, se tomarán en 

cuenta los períodos cumplidos en terceros Estados vinculados a uno y otro 

de los Estados contratantes por un Convenio de seguridad social que 

prevea la totalización de los riesgos de invalidez, vejez y sobrevivencia. 

 

 

Artículo 15 

Cálculo de las prestaciones de invalidez, vejez y sobrevivencia 

 

1. Si una persona tiene derecho a una prestación de invalidez, vejez 

o sobrevivencia en virtud de la legislación de uno de los Estados 

contratantes sin que sea necesario recurrir a los períodos de seguro 

cumplidos bajo la legislación del otro Estado contratante, la entidad 

competente del primer Estado contratante calculará los derechos a 

prestaciones basándose directamente en los períodos de seguro cumplidos 

exclusivamente en virtud de su legislación. 
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El monto de la prestación obtenido se comparará con el calculado 

por la entidad competente, aplicando las reglas que figuran en el apartado 

2 siguiente. Sólo el más alto de los dos montos se tomará en consideración 

y se pagará al interesado. 

 

2. Si los requisitos exigidos por la legislación de uno de los Estados 

contratantes para otorgar el derecho a una prestación de invalidez, vejez o 

sobrevivencia sólo se cumplen recurriendo a los períodos de seguro 

cumplidos bajo la legislación del otro Estado contratante o de un tercer 

Estado de conformidad con el apartado 5 del artículo 14 del presente 

Convenio, la entidad competente del primer Estado contratante calculará 

el monto de la pensión o de la renta a pagar de la siguiente forma: 

a) La entidad competente calculará en primer lugar el monto teórico 

de la prestación como si todos los períodos de seguro se hubiesen 

cumplido exclusivamente bajo su propia legislación. 

b) A continuación, calculará el monto efectivo de la prestación 

prorrateando el monto teórico obtenido entre la duración de los periodos 

de seguro cumplidos bajo su legislación, proporcionalmente a la duración 

total de los períodos de seguro cumplidos bajo las legislaciones de los dos 

Estados contratantes. La duración total estará limitada a la duración 

máxima requerida eventualmente por la legislación aplicada por el primer 

Estado contratante para beneficiarse de una prestación completa. 

 

3. El cálculo a prorrata no se aplicará a las prestaciones cuyo 

cálculo no se basa en períodos de seguro. En tal caso, las prestaciones se 

calcularán en conformidad con la legislación del correspondiente Estado 

contratante. 
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Artículo 16 

Períodos de seguro inferiores a un año 

 

1. Si la duración total de los períodos de seguro cumplidos bajo la 

legislación de uno de los Estados contratantes es inferior a un año, la 

entidad competente de este Estado no estará obligada a proceder a la 

totalización prevista en los artículos 14 y 15 del presente Convenio para 

conceder una pensión. No obstante lo anterior, si dichos períodos son 

suficientes para obtener una pensión en virtud de dicha legislación, se 

liquidará la pensión a partir de esta base. 

 

2. Los períodos mencionados en el apartado 1 se tomarán no 

obstante en cuenta a efectos de la concesión y del cálculo de los derechos 

a pensión en virtud de la legislación del otro Estado contratante de acuerdo 

a lo dispuesto en los artículos 14 y 15 del presente Convenio. 

 

3. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2 anteriores, si los 

períodos cumplidos en los dos Estados contratantes fuesen inferiores a un 

año, se totalizarán dichos períodos de conformidad con los artículos 14 y 

15 del presente Convenio si dicha totalización permite obtener el derecho 

a prestaciones en virtud de la legislación de uno o ambos de los Estados 

contratantes. 

 

 

Artículo 17 

Revisión de las prestaciones 

 

1. Si, debido al aumento del costo de la vida, al aumento de los 

salarios o a otra cláusula de adaptación se modifica el monto o el 

porcentaje de las prestaciones de invalidez, vejez o sobrevivencia de uno u 
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otro de los Estados contratantes, dicho monto o porcentaje deberá 

aplicarse directamente a las prestaciones de invalidez, vejez o 

sobrevivencia del Estado correspondiente, sin que el otro Estado 

contratante tenga que volver a proceder al cálculo de dichas prestaciones. 

 

2. En cambio, si se modifican las reglas o el método de cálculo para 

la atribución de prestaciones de invalidez, vejez o supervivencia, se 

procederá a un nuevo cálculo en conformidad con los artículos 14 y 15 del 

presente Convenio. 

 

 

Artículo 18 

Disposiciones específicas a las prestaciones de invalidez 

 

1. Para determinar la reducción de la capacidad de trabajo con el fin 

de conceder las correspondientes prestaciones de invalidez, la entidad 

competente de cada uno de los Estados contratantes efectuará su 

evaluación en conformidad con la legislación que aplica. 

 

2. Para la aplicación de lo dispuesto en el apartado 1 anterior, la 

entidad competente del Estado contratante en el territorio en el cual reside 

el solicitante pondrá a disposición de la entidad competente del otro 

Estado contratante, a solicitud de ésta y gratuitamente, los informes y 

documentos médicos que tenga en su posesión. 

 

3. A solicitud de la entidad competente del Estado contratante cuya 

legislación se aplique, la entidad competente del Estado contratante en el 

territorio en el cual reside el solicitante efectuará los exámenes médicos 

necesarios para evaluar la situación del solicitante. Los exámenes médicos 

que sean únicamente de interés para la primera entidad mencionada 
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anteriormente correrán por cuenta de ésta en su totalidad, según las 

modalidades fijadas en el acuerdo administrativo previsto en el artículo 22 

del presente Convenio. 

 

 

CAPÍTULO 2: PRESTACIONES POR ACCIDENTES LABORALES Y 

ENFERMEDADES PROFESIONALES 

 

 

Artículo 19 

Determinación del derecho a prestaciones 

 

1. El derecho a prestaciones tras un accidente laboral o enfermedad 

profesional se determinará de conformidad con la legislación del Estado 

contratante a la que el trabajador estaba sujeto en la fecha del accidente o a 

la que el trabajador estaba sujeto durante el periodo de exposición al 

riesgo de enfermedad profesional. 

 

2. Si la víctima de una enfermedad profesional ha ejercido en el 

territorio de los dos Estados contratantes un empleo que hubiese podido 

provocar dicha enfermedad, las prestaciones a las que la víctima o sus 

sobrevivientes pueden pretender se otorgarán exclusivamente en virtud de 

la legislación del Estado contratante en cuyo territorio se ha ejercido en 

último lugar el empleo considerado y a reserva de que el interesado 

cumpla los requisitos previstos por dicha legislación. 

 

3. Si la legislación de uno de los Estados contratantes supedita el 

beneficio de las prestaciones por enfermedad profesional al requisito de 

que la enfermedad considerada se haya constatado médicamente por 

primera vez en su territorio, se considerará que se ha cumplido este 



 
 

República Oriental del Uruguay 

requisito si la enfermedad se ha constatado por primera vez en el territorio 

del otro Estado contratante. 

 

 

CAPÍTULO 3: PRESTACIONES POR ENFERMEDAD Y POR MATERNIDAD Y 

PRESTACIONES POR PATERNIDAD ASIMILADAS 

 

 

Artículo 20 

Totalización de los periodos de seguro 

 

 Para la concesión y la determinación de los derechos a prestaciones 

por enfermedad y maternidad y a prestaciones de paternidad asimiladas 

previstas por la legislación de cada uno de los dos Estados contratantes, se 

tomarán en cuenta, de ser necesario, los períodos de seguro cumplidos 

bajo la legislación del otro Estado contratante, a condición de que el 

interesado cotice en un régimen de seguridad social en concepto de una 

actividad remunerada. 

 

 

CAPÍTULO 4: PRESTACIONES FAMILIARES 

 

 

Artículo 21 

Prestaciones familiares pagadas a las personas exentas de afiliación al 

régimen local 

 

Las prestaciones familiares a las que tenga derecho una persona, 

que ha quedado sujeta a la legislación de uno de los Estados contratantes 

conforme a lo dispuesto en los artículos 8 a 12 ut supra, pueden subsistir 
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en virtud de dicha legislación, para los niños que residan con ella en el 

territorio del otro Estado contratante, según se referirá en el acuerdo 

administrativo previsto en el artículo 22 del presente Convenio. 

 

 

CUARTA PARTE 

DISPOSICIONES VARIAS 

 

 

Artículo 22 

Atribuciones de las autoridades competentes 

 

Las autoridades competentes: 

a) Mediante un acuerdo administrativo, tomarán las medidas 

requeridas para aplicar el presente Convenio, incluyendo las medidas 

relativas al cómputo de los períodos de seguro, y designarán los 

organismos de enlace y las entidades competentes. 

b) Definirán los procedimientos de asistencia administrativa 

recíproca, incluyendo la repartición de los gastos relativos a la obtención 

de las pruebas médicas, administrativas o de otro género requeridas para la 

aplicación del presente Convenio. 

c) Se comunicarán directamente la información relativa a las 

medidas implementadas para la aplicación del presente Convenio. 

d) Se informarán directamente, en los más breves plazos, sobre los 

cambios de su legislación que podrían repercutir en la aplicación del 

presente Convenio. 
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Artículo 23 

Cooperación administrativa 

 

1. Para la aplicación del presente Convenio, las autoridades 

competentes y las entidades competentes de los dos Estados contratantes 

se brindarán mutua ayuda para la determinación de los derechos a una 

prestación o para su pago en virtud del presente Convenio, del mismo 

modo que procederían para la aplicación de su propia legislación. En 

principio, la asistencia se brindará gratuitamente. No obstante, las 

autoridades competentes podrán acordar el reintegro de determinados 

gastos. 

 

2. El beneficio de las exoneraciones o de las reducciones de tasas, 

derechos de timbre o registro previstos por la legislación de un Estado 

contratante para los certificados u otros documentos que deban presentarse 

para la aplicación de la legislación de dicho Estado se extenderá a los 

certificados y documentos análogos que deban presentarse para la 

aplicación de la legislación del otro Estado. 

 

3. Los documentos y certificados que deban presentarse para la 

aplicación del presente Convenio quedarán exonerados de legalización por 

parte de las autoridades diplomáticas o consulares y traducción. Los 

documentos y certificados remitidos por una entidad competente o por 

intermedio del Organismo de Enlace de un Estado contratante, serán 

aceptados como auténticos por la entidad competente del otro Estado 

contratante sin certificación ni requisito adicional. 

 

4. Los Estados contratantes asentarán, en el acuerdo administrativo 

previsto en el artículo 22 del presente Convenio, las modalidades de 

seguimiento conjunto del procedimiento de desplazamiento de 
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trabajadores definido en el artículo 8 y, en particular, del seguimiento de 

las estadísticas y de los intercambios de información sobre el tema. 

 

5. Para la aplicación del presente Convenio, las autoridades 

competentes y las entidades competentes de los Estados contratantes, al 

igual que sus organismos de enlace, podrán ponerse en contacto 

directamente entre sí y con cualquier persona, sea cual sea su lugar de 

residencia. Estos contactos podrán realizarse en uno de los idiomas 

utilizados con fines oficiales por los Estados contratantes. La autoridad 

competente, las entidades competentes o el organismo de enlace de un 

Estado contratante no podrán rechazar las solicitudes u otros documentos 

que se les remitan por el solo hecho de que estén redactados en el idioma 

oficial del otro Estado contratante. 

 

 

Artículo 24 

Impugnaciones, acciones y recursos 

 

1. Las impugnaciones, acciones o recursos que, según la legislación 

de uno de los Estados contratantes, deban presentarse en un plazo 

determinado a la entidad, autoridad o instancia judicial competente de 

dicho Estado contratante se admitirán, siempre y cuando se presenten en el 

plazo indicado a una entidad, autoridad o instancia judicial competente del 

otro Estado contratante. En tal caso, deberán transmitirse sin demora a la 

entidad, autoridad o instancia judicial competente del primer Estado 

contratante, directamente o a través de las autoridades competentes de los 

Estados contratantes. La fecha en que se presenten dichas impugnaciones, 

acciones o recursos a una entidad, autoridad o instancia judicial 

competente del segundo Estado contratante se considerará como la fecha 
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de presentación a la entidad, autoridad o instancia habilitada a recibir 

dichas impugnaciones, acciones y recursos. 

 

2. Una solicitud de prestaciones en virtud de la legislación de un 

Estado contratante se considerará igualmente una solicitud de prestaciones 

de la misma naturaleza en virtud de la legislación del otro Estado 

contratante, siempre y cuando el interesado manifieste su voluntad y 

presente los documentos necesarios para demostrar que ha cumplido los 

períodos de seguro requeridos por la legislación del segundo Estado. 

 

 

Artículo 25 

Comunicación de datos de carácter personal  

 

1. Al solo efecto de la aplicación del presente Acuerdo y  de las 

legislaciones alcanzadas por el mismo, las Autoridades e Instituciones 

competentes de ambos Estados contratantes  estarán autorizadas a 

comunicarse  los datos de carácter personal. 

 

2. Esta comunicación estará sujeta a la observación de la legislación 

en materia de protección de  datos de carácter personal del  Estado 

contratante de la autoridad o institución que comunica esos datos. 

 

3. La conservación, tratamiento o difusión de datos de carácter 

personal por la Autoridad o Institución del  Estado contratante a la cual se 

comunican estarán sujetos a la legislación en materia de  protección de los 

datos de carácter personal de este Estado. 
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Artículo 26 

Recaudación de cotizaciones y devolución de prestaciones 

 

1. Las resoluciones jurisdiccionales o administrativas de uno de los 

Estados contratantes, relativas a cotizaciones o contribuciones de 

seguridad social y otras solicitudes, en particular la restitución de 

prestaciones indebidamente otorgadas, se reconocerán en el territorio del 

otro Estado contratante. La resolución deberá acompañarse de un 

documento que acredite su ejecutoriedad. 

 

2. El reconocimiento de una resolución sólo podrá rechazarse 

cuando no se ajuste a los principios jurídicos del Estado contratante en el 

territorio en el cual deberá ejecutarse. 

 

3. El procedimiento de ejecución de esas resoluciones, deberá 

ajustarse a la legislación que lo rige, vigente en el Estado contratante en 

cuyo territorio deberán ejecutarse. 

 

4. En el marco de un procedimiento de ejecución, de quiebra o de 

liquidación forzosa, las cotizaciones y contribuciones debidas al igual que 

las prestaciones indebidamente otorgadas por la entidad competente de 

uno de los Estados contratantes tendrán la misma prioridad que los 

créditos equivalentes en el territorio del Estado en el que se tramita el 

proceso concursal. 

 

5. Los créditos por cobrar o que den lugar a un procedimiento de 

cobro forzado estarán protegidos por las mismas garantías y los mismos 

privilegios que los créditos de la misma naturaleza de una entidad 

competente situada en el territorio del Estado contratante en el que se 

realiza el cobro o el cobro forzado. 
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Artículo 27 

Lucha contra el fraude 

 

Condiciones de afiliación y de concesión relativas a la residencia 

 

1. Los Estados contratantes deberán informarse mutuamente sobre 

las disposiciones de su legislación relativas a la determinación de la 

calidad de residente en su territorio respectivo. 

 

2. La entidad competente de un Estado contratante que tenga que 

examinar las condiciones en que una persona puede beneficiarse de la 

afiliación a un régimen de protección social o de la concesión de una 

prestación, debido a su residencia en el territorio de dicho Estado puede, si 

lo estima necesario, solicitar información a la entidad competente del otro 

Estado contratante con el fin de verificar si dicha persona reside realmente 

en el territorio de uno u otro Estado contratante. 

 

3. La entidad competente interrogada deberá facilitar la información 

pertinente a su disposición que permita aclarar cualquier duda sobre la 

calidad de residente de dicha persona. 

 

Apreciación de los recursos 

 

4. La entidad competente de un Estado contratante cuya legislación 

sea aplicable puede, si lo estima necesario, solicitar información que sea a 

una entidad competente del otro Estado contratante, sobre los recursos e 

ingresos de todo género de que dispone en el territorio de este último una 

persona sujeta a aquélla legislación y, por ende, obligada al pago de 

cotizaciones o contribuciones. 
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5. Las disposiciones previstas en el numeral anterior se aplican 

igualmente cuando la entidad competente deba examinar el derecho de una 

persona a beneficiarse de una prestación en función de sus recursos. 

 

6. La entidad competente del Estado contratante requerido, brindará 

la información solicitada de conformidad con lo establecido por su 

legislación interna y con los acuerdos internacionales vigentes entre ambos 

Estados, sin perjuicio de las obligaciones asumidas por cada Estado en 

acuerdos internacionales multilaterales. 

 

 

Artículo 28 

Pago de las prestaciones 

 

1. Los pagos de las prestaciones en virtud del presente Convenio se 

efectuarán en la moneda del Estado contratante del organismo deudor de 

dichas prestaciones. 

 

2. Las disposiciones de la legislación de un Estado contratante en 

materia de control de cambios no podrán constituir un obstáculo a la libre 

transferencia de las sumas de dinero que resulten de la aplicación del 

presente Convenio. 

 

 

Artículo 29 

Solución de controversias 

 

Las controversias que pudieran resultar de la interpretación o de la 

aplicación del presente Convenio deberán, en lo posible, ser resueltos por 

las autoridades competentes. Si procede, éstas podrán delegar esta 



 
 

República Oriental del Uruguay 

competencia a una o varias entidades competentes y/o a sus respectivos 

organismos de enlace. 

 

 

Artículo 30  

Comisión mixta 

 

Una comisión mixta, integrada por representantes de las autoridades 

competentes de cada uno de los Estados contratantes, se encargará del 

seguimiento del presente Convenio, de proponer posibles modificaciones y 

resolver las eventuales dificultades o controversias relativas a su 

aplicación o a su interpretación. Se reunirá, de ser necesario, a solicitud de 

cualquiera de los Estados contratantes.  

 

 

Artículo 31 

Cooperación técnica 

 

 Las autoridades competentes de los Estados contratantes podrán 

reforzar su cooperación y desarrollar intercambios de buenas prácticas, de 

competencias y de asistencia técnica para uno o varios aspectos de sus 

sistemas de seguridad social, así como proyectos en este campo. Si 

procede, las autoridades competentes podrán delegar esta competencia a 

una o varias entidades competentes y/o a estructuras u organismos 

especializados con este fin. 



 
 

República Oriental del Uruguay 

QUINTA PARTE 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES 

 

 

Artículo 32 

Disposiciones internacionales no afectadas por el Convenio 

 

Ninguna disposición del presente convenio afectará los derechos y 

obligaciones que resultan: 

- para Francia, de su calidad de miembro de la Unión Europea; 

- para Uruguay, de su calidad de miembro del MERCOSUR. 

 

 

Artículo 33 

Hechos anteriores a la entrada en vigor del Convenio 

 

1. El presente Convenio no originará ningún derecho a prestaciones 

para períodos anteriores a su entrada en vigor. 

 

2. No obstante, todos los períodos de seguro cumplidos bajo la 

legislación de uno de los Estados contratantes y los hechos ocurridos antes 

de la entrada en vigor del presente Convenio se tomarán en cuenta para 

determinar los derechos a prestación con acuerdo a lo dispuesto en el 

presente Convenio. 

 

3. El presente Convenio no se aplicará a los derechos liquidados 

mediante la concesión de un capital o mediante el reembolso de las 

cotizaciones. 
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4. Para la aplicación del artículo 8 del presente Convenio, se 

considerará que las personas que hayan sido enviadas a un Estado 

contratante antes de la fecha de entrada en vigor del presente Convenio 

comenzaron en esta fecha los períodos de actividad mencionados por 

dicho artículo. 

 

 

Artículo 34 

Revisión, extinción, pérdida del derecho 

 

1. Las prestaciones que no se hayan pagado o que se hayan 

suspendido debido a la nacionalidad del interesado o a su residencia en el 

territorio de un Estado contratante diferente de aquel en que la entidad 

competente encargada del pago está situada, se someterán, a solicitud del 

interesado, a una revisión respecto a las disposiciones del presente 

Convenio. Si se ajustan a las mismas, estas prestaciones podrán pagarse o 

restablecerse a partir de la entrada en vigor del presente Convenio. 

 

2. El derecho a prestaciones de los interesados que, antes de la 

entrada en vigor del presente Convenio, hayan obtenido el pago de una 

prestación podrá reexaminarse a solicitud de dichas personas con acuerdo 

a lo dispuesto en el mismo. Dicha revisión no deberá provocar en ningún 

caso la reducción de los derechos anteriores de los interesados. 

 

3. Si la solicitud mencionada en el apartado 1 ó 2 del presente 

artículo se presenta en un plazo de dos años contados a partir de la fecha 

de entrada en vigor del presente Convenio, los derechos emergentes de la 

aplicación del mismo se harán efectivos a partir de esta fecha y no será 

aplicable la legislación de uno u otro Estado contratante relativa a la 

pérdida o a la extinción del derecho de estos interesados. 
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4. Si la solicitud mencionada en el apartado 1 ó 2 del presente 

artículo se presenta en un plazo superior a dos años después de la entrada 

en vigor del presente Convenio, los derechos no susceptibles de caducidad 

o de limitación se concederán a partir de la fecha de la solicitud, a no ser 

que puedan aplicarse disposiciones legislativas más favorables del Estado 

contratante correspondiente. 

 

 

Artículo 35 

Duración 

 

El presente Convenio tendrá una duración indefinida. No obstante, 

podrá ser denunciado por uno de los Estados contratantes. La denuncia 

deberá notificarse por vía diplomática, en cuyo caso el Convenio dejará de 

surtir efecto una vez cumplido un plazo de doce meses contados a partir de 

la fecha de la denuncia. 

 

 

Artículo 36 

Garantía de los derechos adquiridos o en curso de adquisición 

 

En caso de denuncia del presente Convenio, se mantendrán los 

derechos a prestación y el pago de prestaciones adquirido en virtud del 

presente Convenio y los Estados contratantes tomarán las disposiciones 

necesarias para garantizar los derechos en curso de adquisición. 
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Artículo 37 

Entrada en vigor 

 

Los dos Estados contratantes se notificarán, por vía diplomática, la 

finalización de los procedimientos constitucionales y legales respectivos, 

requeridos para la entrada en vigor del presente Convenio. El presente 

Convenio entrará en vigor el primer día del tercer mes consecutivo a la 

fecha de la última notificación. 

 

 

 

En fe de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados con este fin 

por sus respectivos Gobiernos, firman el presente Convenio. 

 

 

Dado en Montevideo, el 6 de diciembre de 2010, en dos ejemplares 

originales, en español y francés, dando igualmente fe los dos textos. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Por el Gobierno 

de la República Oriental del Uruguay 

Por el Gobierno 

de la República francesa 
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ACCORD DE SÉCURITÉ SOCIALE 

 

ENTRE 

 

LE GOUVERNEMENT DE LA RÉPUBLIQUE ORIENTALE DE 

L’URUGUAY 

 

ET 

 

LE GOUVERNEMENT DE LA RÉPUBLIQUE FRANÇAISE 
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LE GOUVERNEMENT DE LA REPUBLIQUE ORIENTALE DE 

L’URUGUAY 

 

et 

 

LE GOUVERNEMENT DE LA REPUBLIQUE FRANÇAISE, 

 

ci-après dénommés les États contractants; 

 

souhaitant instaurer des relations mutuelles entre les deux pays dans le 

domaine de la sécurité sociale, ont décidé de conclure un accord à cet effet 

et 

 

sont convenus de ce qui suit: 

 

 

PREMIÈRE PARTIE 

DISPOSITIONS GÉNÉRALES 

 

Article premier 

Définitions 

 

1. Les termes et expressions mentionnés ci-après ont, aux fins 

d'application du présent Accord, la signification suivante : 

a) « France » : la République française ; « Uruguay » : la 

République Orientale de l’Uruguay ; 

b) « législation » : l’ensemble des dispositions constitutionnelles, 

législatives, réglementaires et autres dispositions légales, ainsi que toutes 
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autres mesures d’application, qui concernent les régimes de sécurité 

sociale visés à l’article 2 du présent Accord ; 

c) « autorité compétente » : 

- pour la France : le(s) Ministère(s) chargé(s), chacun en ce qui le 

concerne, de la sécurité sociale ; 

- pour l’Uruguay : le Ministère du Travail et de la Sécurité sociale 

ou l’organisme délégué correspondant ; 

d) « institution compétente » : l’institution, l’organisme ou l’autorité 

chargé, en tout ou en partie, de l'application des législations mentionnées à 

l’article 2 du présent Accord ;  

e) « organisme de liaison » : l’organisme, désigné comme tel par 

l’autorité compétente de chaque État contractant dans l’arrangement 

administratif prévu à l’article 22 du présent Accord, afin d’assurer les 

fonctions de coordination, d’information et d’assistance, pour l’application 

du présent Accord, auprès des institutions des deux États contractants et 

des personnes susceptibles de relever de l’article 3 du présent Accord ; 

f) « période d'assurance » : toute période de cotisation ou 

d'assurance reconnue comme telle par la législation sous laquelle la 

période a été accomplie, ainsi que toute période assimilée à une période de 

cotisation ou d'assurance en application de ladite législation ; 

g) « pension ou rente » :  

- en ce qui concerne la France : toute prestation en espèces, y 

compris les montants forfaitaires, compléments et majorations applicables 

en vertu des législations mentionnées à l'article 2 du présent Accord, 

destinée à couvrir les risques invalidité, vieillesse, survivants, accidents du 

travail et maladies professionnelles, à l’exclusion des indemnités 

d’incapacité temporaire prévues par sa législation ; 

- en ce qui concerne l’Uruguay : toute prestation, en espèces ou en 

nature, prévue par les législations mentionnées à l’article 2 du présent 

Accord, y compris les suppléments, majorations et revalorisations ; 
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h) « résidence » : le lieu de résidence habituel d’une personne ; 

i) « territoire » : 

- en ce qui concerne la France : le territoire des départements 

métropolitains et d’outre-mer de la République française, y compris la mer 

territoriale et, au-delà de celle-ci, les zones sur lesquelles, en conformité 

avec le droit international, la République française a des droits souverains 

et exerce sa juridiction ; 

- en ce qui concerne l’Uruguay : le territoire de la République 

Orientale de l’Uruguay, y compris la mer territoriale ainsi que les zones 

sur lesquelles, en conformité avec le droit international, la République 

Orientale de l’Uruguay a des droits souverains aux fins de l’exploration et 

de l’exploitation des ressources naturelles des fonds marins et de leur 

sous-sol et des eaux surjacentes. 

 

2. Aux fins de l’application du présent Accord, tout terme non 

défini au paragraphe 1 du présent article a la signification qui lui est 

attribuée par la législation applicable. 

 

 

Article 2 

Champ d'application matériel 

 

1. Le présent Accord s'applique, en tout ou partie selon les articles, 

aux législations relatives aux régimes de sécurité sociale généraux et 

spéciaux, obligatoires et volontaires, y compris les régimes des 

professionnels indépendants, qui couvrent les risques suivants : 

- maladie ; 

- maternité et paternité assimilées ; 

- invalidité ; 

- décès ; 
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- vieillesse ; 

- survivants (pensions) ; 

- accidents du travail et maladies professionnelles ; 

- famille. 

 

Le présent Accord ne s’applique pas, pour la France, aux régimes 

d’assurance volontaire visés au titre VI du livre septième du code de la 

sécurité sociale et gérés par la Caisse des Français de l’étranger.  

 

2. a) Le présent Accord s'applique également à toutes les 

dispositions qui amendent ou élargissent les législations mentionnées au 

paragraphe 1 du présent article.  

 

b) Il s'applique à toute législation qui étend les régimes existants à 

de nouvelles catégories de bénéficiaires, à moins que, à cet égard, l’État 

contractant qui a amendé sa législation n’informe l’autre État contractant, 

dans un délai de six mois à compter de la publication officielle de ladite 

législation, de ses objections à l'inclusion de ces nouvelles catégories de 

bénéficiaires. 

 

c) Le présent Accord ne s'applique pas, en revanche, aux 

dispositions législatives qui créent une nouvelle branche de sécurité 

sociale, sauf si les autorités compétentes des États contractants consentent 

à les appliquer. 
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Article 3 

Champ d'application personnel 

 

Sauf dispositions contraires, le présent Accord s'applique à toutes 

les personnes, quelle que soit leur nationalité, qui sont ou ont été soumises 

à la législation de l'un ou l'autre État contractant et à leurs ayants droit, 

ainsi qu’à leurs survivants. 

 

 

Article 4 

Égalité de traitement 

 

Sauf dispositions contraires du présent Accord, les personnes 

mentionnées à l'article 3 qui résident habituellement sur le territoire d'un 

État contractant ont les mêmes droits et obligations que ceux que la 

législation de cet État contractant accorde ou impose à ses ressortissants. 

 

 

Article 5 

Exportation de prestations 

 

Sauf dispositions contraires du présent Accord, un État contractant 

ne peut suspendre, réduire ou modifier les pensions et rentes acquises en 

application de sa législation ou du présent Accord pour le seul motif que le 

bénéficiaire séjourne ou réside sur le territoire de l'autre État contractant 

ou d’un État tiers. Cette disposition ne s'applique pas aux prestations non 

contributives de solidarité nationale, qui ne peuvent être servies que sur le 

territoire de l’État débiteur de ces prestations. Ces dernières sont 

énumérées dans l’arrangement administratif prévu à l’article 22 du présent 

Accord.   
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L'institution débitrice verse directement au bénéficiaire les pensions 

ou rentes qui lui sont dues, aux échéances et selon les modalités prévues 

par la législation qu'elle applique.  

 

 

Article 6 

Clauses de réduction, de suspension ou de suppression  

 

1. Les clauses de réduction, de suspension, de suppression prévues 

par la législation d'un État contractant, en cas de cumul d'une prestation 

avec d'autres prestations de sécurité sociale ou avec d'autres revenus de 

toute nature, sont opposables au bénéficiaire même si ces prestations sont 

acquises en vertu d'un régime de l'autre État contractant ou si ces revenus 

sont obtenus sur le territoire de l'autre État contractant. Toutefois, cette 

disposition ne s'applique pas aux prestations de même nature calculées 

conformément aux dispositions de l'article 15 du présent Accord. 

 

2. Les clauses de réduction, de suspension ou de suppression 

prévues par la législation d'un État contractant, dans les cas où le 

bénéficiaire de prestations d'invalidité ou de prestations anticipées de 

vieillesse exerce une activité professionnelle, lui sont opposables même 

s'il exerce son activité sur le territoire de l'autre État contractant. 
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DEUXIÈME PARTIE 

DISPOSITIONS RELATIVES À LA LÉGISLATION APPLICABLE 

 

Article 7 

Règle générale 

 

Sous réserve des articles 8 à 12, une personne qui exerce une 

activité professionnelle sur le territoire d'un État contractant est, au titre de 

cette activité, soumise uniquement à la législation dudit État.  

 

 

Article 8 

Dispositions spéciales : Détachement 

 

1. Une personne exerçant habituellement une activité salariée dans 

un État contractant pour le compte d’un employeur qui y exerce 

normalement ses activités et détachée par cet employeur dans l’autre État 

contractant pour y exercer un travail pour le compte de ce même 

employeur reste soumise à la législation du premier État contractant, telle 

que définie à l’article 2, à condition que cette personne ne soit pas envoyée 

en remplacement d’une autre qui serait parvenue au terme de la période de 

son propre détachement et que la durée prévisible du travail n’excède pas 

vingt-quatre mois, y compris la durée des congés.  

 

2. Le paragraphe 1 du présent article s'applique si une personne qui 

a été détachée par son employeur du territoire d'un État contractant sur le 

territoire d'un État tiers est envoyée ultérieurement, par ce même 

employeur, du territoire de cet État tiers sur le territoire de l'autre État 

contractant. 
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Article 9 

Dispositions spéciales : Personnel roulant ou navigant d’une entreprise 

de transports internationaux 

 

 1. Une personne qui fait partie du personnel roulant ou navigant 

d'une entreprise effectuant, pour le compte d'autrui ou pour son propre 

compte, des transports internationaux de passagers ou de marchandises et 

ayant son siège sur le territoire d'un État contractant, est soumise à la 

législation de ce dernier État. 

 

2. Toutefois, si la personne est employée par une succursale, une 

représentation permanente ou est rattachée à une base d’affectation que 

l’entreprise possède sur le territoire de l’État contractant autre que celui où 

elle a son siège, elle n’est, en ce qui concerne cette activité, soumise qu’à 

la législation de l’État contractant sur le territoire duquel cette succursale, 

cette représentation permanente ou cette base d’affectation se trouve. 

 

3. Nonobstant les deux paragraphes qui précèdent, si l’employé 

travaille de manière prépondérante sur le territoire de l’État contractant où 

il réside, il n’est, en ce qui concerne cette activité, soumis qu’à la 

législation de cet État contractant, même si le transporteur qui l’emploie 

n’a ni siège, ni succursale, ni représentation permanente sur ce territoire. 

Les conditions d’appréciation du caractère prépondérant de l’activité sont 

définies dans l’arrangement administratif prévu à l’article 22 du présent 

Accord.  
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Article 10 

Dispositions spéciales : Gens de mer 

 

1. Une personne qui exerce une activité professionnelle à bord d'un 

navire battant pavillon d'un État contractant est soumise à la législation de 

cet État contractant. 

 

2. Par dérogation au paragraphe 1 ci-dessus, la personne qui exerce 

une activité salariée à bord d'un navire battant pavillon de l’un des États 

contractants et rémunérée au titre de cette activité par une entreprise ou 

une personne ayant son siège ou son domicile sur le territoire de l’autre 

État contractant est soumise à la législation de ce dernier si elle a sa 

résidence sur son territoire ; l'entreprise ou la personne qui verse la 

rémunération est considérée comme l'employeur pour l'application de 

ladite législation. 

 

3. Par dérogation au paragraphe 1 ci-dessus, lorsqu’un travailleur 

exerçant une activité professionnelle dans une entreprise mixte de pêche 

réside sur le territoire de l’État contractant où se trouve cette entreprise, il 

est soumis à la législation de cet État. 

 

4. Nonobstant les trois paragraphes qui précèdent, si l’employé 

travaille de manière prépondérante sur le territoire de l’État contractant où 

il réside, il n’est, en ce qui concerne cette activité, soumis qu’à la 

législation de cet État contractant, même si l’entreprise de pêche qui 

l’emploie n’a ni siège, ni succursale, ni représentation permanente sur ce 

territoire. Les conditions d’appréciation du caractère prépondérant de 

l’activité sont définies dans l’arrangement administratif prévu à l’article 22 

du présent Accord.  
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5. Les travailleurs employés au chargement, au déchargement et à la 

réparation des navires ou dans des services de surveillance dans un port 

sont soumis à la législation de l’État contractant où est situé ce port. 

 

 

Article 11 

Fonctionnaires et membres des missions diplomatiques et consulaires 

 

1. Les fonctionnaires et le personnel assimilé ainsi que les membres 

de leur famille qui n'exercent pas d’activité professionnelle demeurent 

soumis à la législation de l’État contractant dont dépend l'administration 

qui les emploie. 

 

2. Le présent Accord n'affecte pas les dispositions de la Convention 

de Vienne du 18 avril 1961 sur les relations diplomatiques ni celles de la 

Convention de Vienne du 24 avril 1963 sur les relations consulaires. 

 

 

Article 12 

Exceptions aux dispositions des articles 7 à 11 

 

Dans l'intérêt de certains assurés ou de certaines catégories 

d'assurés, les autorités compétentes ou organismes compétents désignés à 

cet effet dans l’arrangement administratif prévu à l’article 22 du présent 

Accord, peuvent prévoir d'un commun accord des exceptions aux 

dispositions des articles 7 à 11 à condition que les personnes concernées 

soient soumises à la législation de l'un des États contractants. 
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TROISIÈME PARTIE 

DISPOSITIONS RELATIVES AUX PRESTATIONS 

 

 

CHAPITRE 1 : PENSIONS D’INVALIDITE, DE VIEILLESSE ET DE SURVIVANTS 

 

 

Article 13 

Conditions d’appréciation du droit à prestation 

 

1. Si la législation de l’un des États contractants subordonne l’octroi 

des prestations à la condition que le travailleur soit soumis à cette 

législation au moment de la survenance du fait générateur de la prestation, 

cette condition est réputée remplie si, lors de la survenance de celui-ci, le 

travailleur cotise dans l’autre État contractant ou perçoit une pension de 

même nature de ce second État. 

 

2. Si, pour la reconnaissance du droit à la prestation, la législation 

de l’un des États contractants exige que des périodes d’assurance aient été 

accomplies dans un temps déterminé, immédiatement avant l’événement à 

l’origine de la prestation, cette condition est réputée remplie si l’intéressé 

justifie de ces périodes d’assurance au regard de la législation de l’autre 

État contractant dans la période immédiatement antérieure à l’événement 

considéré.  
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Article 14 

Totalisation des périodes d'assurance 

 

1. Lorsque des périodes d'assurance ont été accomplies sous la 

législation des deux États contractants, l'institution compétente de chaque 

État contractant tient compte, si nécessaire, pour l'ouverture du droit au 

titre de la législation qu'elle applique, des périodes accomplies sous la 

législation de l'autre État contractant, à condition que ces périodes ne se 

superposent pas. 

L’arrangement administratif prévu à l’article 22 du présent Accord 

prévoit des dispositions à appliquer en cas de superposition de périodes.  

 

2. Si la législation de l'un des deux États contractants subordonne 

l'octroi de certaines prestations de vieillesse ou de survivants à la 

condition que les périodes d'assurance aient été accomplies au titre d'un 

régime spécial ou dans une profession ou une activité donnée, seules les 

périodes d'assurance accomplies au titre d’un régime équivalent ou dans la 

même profession dans l'autre État contractant sont totalisées pour 

l'ouverture du droit à ces prestations. 

 

3. Les périodes d'assurance accomplies au titre d’un régime spécial 

de l’un des États contractants sont prises en compte au titre du régime 

général de l'autre État pour l'acquisition du droit aux prestations à la 

condition que l'intéressé ait été par ailleurs affilié à ce régime, même si ces 

périodes ont déjà été prises en compte par ce dernier État au titre d’un 

régime mentionné au paragraphe 2. 

 

4. Les dispositions des paragraphes 1 et 2 du présent article ne 

s'appliquent pas, pour la France, aux régimes spéciaux des fonctionnaires 

civils et militaires de l’État, de la fonction publique territoriale, de la 
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fonction publique hospitalière et au régime des ouvriers des établissements 

industriels de l’État pour l'ouverture des droits aux prestations du régime 

spécial. Toutefois, pour la détermination du taux de liquidation de la 

pension, les régimes spéciaux français des fonctionnaires civils et 

militaires de l’État, de la fonction publique territoriale, de la fonction 

publique hospitalière et des ouvriers des établissements industriels de 

l’État prennent en compte, au titre de la durée d'assurance accomplie dans 

un ou plusieurs autres régimes de retraite de base obligatoires, les périodes 

d'assurance accomplies sous la législation uruguayenne. 

 

5. Pour l'application des dispositions relatives à la totalisation des 

périodes d'assurance et au calcul du droit à pension, les périodes 

accomplies dans des États tiers liés à l'un et l'autre des États contractants 

par un accord de sécurité sociale prévoyant la totalisation pour les risques 

invalidité, vieillesse et survivants, sont prises en compte. 

 

 

Article 15 

Calcul des prestations d’invalidité, de vieillesse et de survivants  

 

1. Si une personne a droit à une prestation d’invalidité, de vieillesse 

ou de survivants en application de la législation de l'un des États 

contractants sans qu'il soit nécessaire de faire appel aux périodes 

d'assurance accomplies sous la législation de l'autre État contractant, 

l'institution compétente du premier État contractant calcule les droits à 

prestation en se fondant directement sur les périodes d'assurance 

accomplies exclusivement en vertu de sa législation. 

Le montant de prestation ainsi obtenu est comparé à celui que 

l’institution compétente calcule par ailleurs en appliquant les règles 
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énoncées au paragraphe 2 ci-dessous. Seul le montant le plus élevé des 

deux est pris en considération et sera versé à l’intéressé.  

 

2. Si les conditions requises par la législation de l'un des États 

contractants pour ouvrir droit à une prestation d’invalidité, de vieillesse ou 

de survivants ne sont remplies qu’en recourant aux périodes d'assurance 

accomplies sous la législation de l'autre État contractant ou celle d'un État 

tiers conformément au paragraphe 5 de l'article 14 du présent Accord, 

l'institution compétente du premier État contractant calcule le montant de 

la pension ou de la rente à verser de la façon suivante : 

a) l’institution compétente calcule d’abord un montant théorique de 

prestation due comme si toutes les périodes d'assurance avaient été 

accomplies exclusivement sous sa propre législation ; 

b) elle calcule ensuite le montant effectivement dû en proratisant le 

montant théorique ainsi obtenu à la durée des périodes d'assurance 

accomplies sous sa législation rapportée à la durée totale des périodes 

d'assurance accomplies sous les législations des deux États contractants. 

Cette durée totale est plafonnée à la durée maximale éventuellement 

requise par la législation qu'applique le premier État contractant pour le 

bénéfice d'une prestation complète. 

 

3. La calcul au prorata ne s’applique pas aux prestations dont le 

calcul ne repose pas sur des périodes d’assurance. Dans ce cas, les 

prestations sont calculées conformément à la législation de l’État 

contractant concerné.   

 

 



 
 

República Oriental del Uruguay 

Article 16 

Périodes d'assurance inférieures à une année 

 

1. Si la durée totale des périodes d'assurance accomplies sous la 

législation de l’un des États contractants est inférieure à un an, l'institution 

compétente de cet État n'est pas tenue de procéder à la totalisation prévue 

aux articles 14 et 15 du présent Accord pour accorder une pension. 

Cependant, si ces seules périodes sont suffisantes pour ouvrir droit à une 

pension au titre de cette législation, la pension est alors liquidée sur cette 

base. 

 

2. Les périodes mentionnées au paragraphe 1 sont néanmoins prises 

en considération pour l'ouverture et le calcul des droits à pension au regard 

de la législation de l'autre État contractant conformément aux dispositions 

des articles 14 et 15 du présent Accord. 

 

3. Nonobstant les dispositions des paragraphes 1 et 2 ci-dessus, dans 

les cas où les périodes accomplies dans les deux États contractants seraient 

inférieures à un an, elles sont totalisées conformément aux articles 14 et 15 

du présent Accord si, avec cette totalisation, le droit aux prestations est 

ouvert en vertu de la législation d’un des États contractants ou de ces deux 

États. 

 

 

Article 17 

Révision des prestations 

 

1. Si, par suite de l'augmentation du coût de la vie, du relèvement 

des salaires ou d'une autre clause d'adaptation, les prestations d'invalidité, 

de vieillesse ou de survivants de l'un ou l'autre État contractant sont 
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majorées d'un certain pourcentage ou montant, ce pourcentage ou ce 

montant doit être directement appliqué aux prestations d'invalidité, de 

vieillesse ou de survivants de l’État concerné, sans que l'autre État 

contractant doive procéder à un nouveau calcul de ces prestations. 

 

2. En revanche, en cas de modification des règles ou du mode de 

calcul pour l'attribution de prestations d’invalidité, de vieillesse ou de 

survivants, il est procédé à un nouveau calcul conformément aux articles 

14 et 15 du présent Accord. 

 

 

Article 18 

Dispositions spécifiques aux prestations d’invalidité 

 

1. Pour la détermination de la réduction de la capacité de travail aux 

fins d'octroi des prestations correspondantes d'invalidité, l'institution 

compétente de chacun des États contractants effectue son évaluation 

conformément à la législation qu'elle applique.  

 

2. Aux fins d'application des dispositions du paragraphe 1 ci-dessus, 

l'institution compétente de l’État contractant sur le territoire duquel réside 

le demandeur met à disposition de l'institution compétente de l'autre État 

contractant, à la demande de celle-ci et gratuitement, les rapports et 

documents médicaux qu'elle a en sa possession. 

 

3. A la demande de l'institution compétente de l’État contractant 

dont il est fait application de la législation, l'institution compétente de 

l’État contractant sur le territoire duquel réside le demandeur effectue les 

examens médicaux nécessaires à l’évaluation de la situation du 

demandeur. Les examens médicaux qui relèvent du seul intérêt de la 
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première institution susmentionnée sont intégralement pris en charge par 

celle-ci, selon les modalités fixées dans l’arrangement administratif prévu 

à l’article 22 du présent Accord. 

 

 

CHAPITRE 2 : PRESTATIONS D’ACCIDENTS DU TRAVAIL ET DE MALADIES 

PROFESSIONNELLES 

 

 

Article 19  

Détermination du droit aux prestations 

 

1. Le droit aux prestations à la suite d’un accident de travail ou 

d’une maladie professionnelle est ouvert conformément à la législation de 

l’État contractant à laquelle le travailleur était soumis à la date de 

l’accident ou à celle à laquelle le travailleur était soumis pendant la 

période d’exposition au risque de maladie professionnelle. 

 

2. Lorsque la victime d'une maladie professionnelle a exercé sur le 

territoire des deux États contractants un emploi susceptible de provoquer 

ladite maladie, les prestations auxquelles la victime ou ses survivants 

peuvent prétendre sont accordées exclusivement au titre de la législation 

de l’État contractant sur le territoire duquel l'emploi en cause a été exercé 

en dernier lieu, et sous réserve que l'intéressé remplisse les conditions 

prévues par cette législation. 

 

3. Lorsque la législation de l'un des États contractants subordonne le 

bénéfice des prestations de maladie professionnelle à la condition que la 

maladie considérée ait été constatée médicalement pour la première fois 

sur son territoire, cette condition est réputée remplie lorsque ladite maladie 
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a été constatée pour la première fois sur le territoire de l'autre État 

contractant. 

 

 

CHAPITRE 3 : PRESTATIONS DE MALADIE ET DE MATERNITE ET 

PRESTATIONS DE PATERNITE ASSIMILEES 

 

 

Article 20  

Totalisation des périodes d’assurance 

 

Pour l’ouverture et la détermination des droits aux prestations de 

maladie et de maternité ainsi qu’aux prestations de paternité assimilées 

prévues par la législation de chacun des deux États contractants, il est tenu 

compte, si nécessaire, des périodes d’assurance accomplies sous la 

législation de l’autre État contractant, à condition que l’intéressé relève 

d’un régime de sécurité sociale au titre d’une activité professionnelle.  

 

 

CHAPITRE 4 : PRESTATIONS FAMILIALES 

 

 

Article 21  

Prestations familiales versées aux personnes exemptées d’affiliation au 

régime local 

 

Les prestations familiales auxquelles une personne, qui est 

maintenue à la législation de l’un des États contractants en application des 

dispositions des articles 8 à 12 ci-dessus, peut avoir droit en application de 

cette législation, pour les enfants qui résident avec elle sur le territoire de 
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l’autre État contractant, sont énumérées dans l’arrangement administratif 

prévu à l’article 22 du présent Accord.  

 

 

QUATRIÈME PARTIE 

DISPOSITIONS DIVERSES 

 

Article 22 

Attributions des autorités compétentes 

 

Les autorités compétentes : 

a) prennent, au moyen d'un arrangement administratif, les mesures 

requises pour appliquer le présent Accord, y compris les mesures portant 

sur la prise en compte des périodes d'assurance, et désignent les 

organismes de liaison et les institutions compétentes ; 

b) définissent les procédures d’assistance administrative réciproque, 

y compris le partage des frais liés à l'obtention des preuves médicales, 

administratives ou autres requises pour l'application du présent Accord ; 

c) se communiquent directement les informations relatives aux 

mesures prises pour l'application du présent Accord ; 

d) s’informent, directement et dans les meilleurs délais, de toute 

modification de leur législation susceptible d’avoir une incidence sur 

l'application du présent Accord. 

 

 

Article 23 

Coopération administrative 

 

1. Pour l'application du présent Accord, les autorités compétentes et 

les institutions compétentes des deux États contractants s'entraident pour 



 
 

República Oriental del Uruguay 

la détermination des droits à une prestation ou pour son versement en 

application du présent Accord comme ils le feraient pour l'application de 

leur propre législation. En principe, l'assistance est fournie gratuitement. 

Toutefois, les autorités compétentes peuvent convenir du remboursement 

de certains frais. 

 

2. Le bénéfice des exonérations ou des réductions de taxes et de 

droits de timbre ou d'enregistrement prévus par la législation d'un État 

contractant pour les certificats ou autres documents qui doivent être 

produits pour l'application de la législation de cet État est étendu aux 

certificats et documents analogues à produire pour l'application de la 

législation de l'autre État. 

 

3. Les documents et certificats qui doivent être produits pour 

l'application du présent Accord sont exemptés de légalisation par les 

autorités diplomatiques ou consulaires et de traduction. Les documents et 

les certificats remis par une institution compétente ou par l’intermédiaire 

d’un organisme de liaison d'un État contractant sont considérés comme 

authentiques par l'institution compétente de l'autre État contractant sans 

certification ni condition supplémentaires. 

 

4. Les États contractants conviendront, dans l’arrangement 

administratif prévu à l’article 22 du présent Accord, des modalités de suivi 

commun de la procédure de détachement définie à l’article 8, et 

notamment du suivi statistique et des échanges d’information en la 

matière. 

 

5. Pour l'application du présent Accord, les autorités compétentes et 

les institutions compétentes des États contractants, ainsi que leurs 

organismes de liaison, peuvent communiquer directement entre eux ainsi 
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qu'avec toute personne, quel que soit son lieu de résidence. Cette 

communication peut être faite dans l'une des langues utilisées aux fins 

officielles par les États contractants. Une demande ou un document ne 

peut être rejeté(e) par l'autorité compétente ou les institutions compétentes 

ou l’organisme de liaison d'un État contractant uniquement parce qu'elle 

(il) est rédigé(e) dans la langue officielle de l'autre État contractant. 

 

 

Article 24 

Contestations, actions et recours 

 

1. Les contestations, actions ou recours qui, en vertu de la 

législation de l'un des États contractants, doivent être présentés dans un 

délai prescrit à l’institution, autorité ou instance judiciaire compétente de 

cet État contractant sont recevables s'ils sont présentés dans le même délai 

prescrit à une institution, autorité ou instance judiciaire compétente de 

l'autre État contractant. Dans ce cas, ils doivent être transmis sans retard à 

l'institution, autorité ou instance judiciaire compétente du premier État 

contractant, soit directement soit par l'intermédiaire des autorités 

compétentes des États contractants. La date à laquelle ces contestations, 

actions ou recours ont été présentés à une institution, autorité ou instance 

judiciaire compétente du second État contractant est réputée être la date de 

présentation à l’institution, autorité ou instance habilitée à recevoir ces 

contestations, actions et recours. 

 

2. Une demande de prestations en application de la législation d'un 

État contractant est réputée être également une demande de prestation de 

la même nature en application de la législation de l'autre État contractant à 

condition que le demandeur en exprime la volonté et fournisse les 
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documents indiquant qu’il a accompli les périodes d'assurance requises par 

la législation du second État. 

 

 

Article 25 

Communication de données à caractère personnel 

 

1. Aux fins exclusives de l'application du présent Accord et des 

législations visées par celui-ci, les autorités et institutions compétentes des 

deux Etats contractants sont autorisées à se communiquer des données à 

caractère personnel. 

 

2. Cette communication est soumise au respect de la législation en 

matière de protection des données à caractère personnel de l’Etat 

contractant de l’autorité ou institution qui communique ces données. 

 

3. La conservation, le traitement ou la diffusion de données à 

caractère personnel par l’autorité ou institution de l’Etat contractant à 

laquelle elles sont communiquées sont soumis à la législation en matière 

de protection des données à caractère personnel de cet Etat.  

 

 

Article 26 

Recouvrement des cotisations et de prestations indues 

 

1. Les décisions juridictionnelles ou administratives de l'un des 

États contractants, relatives à des cotisations ou contributions de sécurité 

sociale et à d'autres demandes, notamment de restitution de prestations 

indûment versées, sont reconnues sur le territoire de l'autre État 
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contractant. La décision doit être accompagnée d’un document certifiant 

son caractère exécutoire. 

2. La reconnaissance d’une décision peut être refusée uniquement 

lorsqu'elle n'est pas conforme aux principes juridiques de l’État 

contractant sur le territoire duquel elle doit être exécutée. 

 

3. La procédure d'exécution de ces décisions doit être conforme à la 

législation en vigueur en la matière dans l’État contractant sur le territoire 

duquel l’exécution doit avoir lieu.  

 

4. Les cotisations et contributions dues ainsi que les prestations 

indûment versées par l’institution compétente de l'un des États 

contractants ont, dans le cadre d'une procédure d'exécution, de faillite ou 

de liquidation forcée sur le territoire de l'autre État contractant, le même 

rang de priorité que les créances équivalentes sur le territoire de ce dernier. 

 

5. Les créances à recouvrer ou donnant lieu à une procédure de 

recouvrement forcé sont protégées par les mêmes garanties et privilèges 

que les créances de même nature d'une institution compétente située sur le 

territoire de l’État contractant sur lequel le recouvrement ou le 

recouvrement forcé s'opère. 
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Article 27 

Lutte contre la fraude 

 

Conditions d'affiliation et d'éligibilité liées à la résidence 

 

1. Les États contractants s'informent mutuellement des dispositions 

de leur législation relatives à la détermination de la qualité de résident sur 

leur territoire respectif. 

 

2. L'institution compétente d'un État contractant, qui est amenée à 

examiner les conditions dans lesquelles une personne peut bénéficier, en 

raison de sa résidence sur le territoire de cet État, soit de l'affiliation à un 

régime de protection sociale, soit de l'octroi d'une prestation, peut, si elle 

l'estime nécessaire, interroger l'institution compétente de l'autre État 

contractant afin de s'assurer de la réalité de la résidence de cette personne 

sur le territoire de l'un ou de l'autre État contractant. 

 

3. L'institution compétente interrogée est tenue de fournir les 

informations pertinentes dont elle dispose susceptibles d’éliminer tout 

doute quant à la qualité de résident de la personne concernée. 

 

Appréciation des ressources 

 

4. L'institution compétente d'un État contractant dont la législation 

est applicable peut, si elle l'estime nécessaire, interroger une institution 

compétente de l'autre État contractant sur les ressources et revenus de 

toute nature dont dispose, sur le territoire de ce dernier, une personne 

soumise à ladite législation et, à ce titre, tenue de payer des cotisations ou 

contributions. 
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5. Les dispositions prévues au paragraphe précédent s'appliquent de 

la même manière lorsque l'institution compétente examine le droit d'une 

personne au bénéfice d'une prestation soumise à condition de ressources. 

 

6. L'institution compétente de l'État contractant qui est interrogée 

fournit l'information sollicitée conformément à ce qui est établi par sa 

législation interne et par les accords internationaux en vigueur entre les 

deux États, sans préjudice des obligations auxquelles sont soumis chacun 

de ces deux Etats en application d’accords internationaux multilatéraux. 

 

 

Article 28 

Paiement des prestations 

 

1. Les paiements des prestations en application du présent Accord 

sont effectués dans la monnaie de l’État contractant de l’organisme 

débiteur desdites prestations. 

 

2. Les dispositions de la législation d’un État contractant en matière 

de contrôle des changes ne peuvent faire obstacle au libre transfert des 

montants financiers résultant de l’application du présent Accord.  

 

 

Article 29 

Règlement des différends 

 

Les différends résultant de l'interprétation ou de l'application du 

présent Accord sont réglés, dans la mesure du possible, par les autorités 

compétentes. Celles-ci peuvent, le cas échéant, déléguer cette compétence 
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à une ou plusieurs institutions compétentes et/ou à leurs organismes de 

liaison respectifs.  

 

 

Article 30 

Commission mixte 

 

Une commission mixte, composée de représentants des autorités 

compétentes de chacun des États contractants, est chargée de suivre 

l’application du présent Accord, d’en proposer d’éventuelles modifications 

et de régler les difficultés et différends éventuels relatifs à son application 

ou à son interprétation. Elle se réunit, en tant que de besoin, à la demande 

de l’un ou l’autre des États contractants. 

 

 

Article 31 

Coopération technique 

 

Les autorités compétentes des États contractants peuvent renforcer 

leur coopération et développer des échanges de bonnes pratiques, 

d'expertise et d'assistance techniques sur un ou plusieurs aspects de leurs 

systèmes de sécurité sociale, ainsi que des projets communs dans ce 

domaine. Les autorités compétentes peuvent, le cas échéant, déléguer cette 

compétence à une ou plusieurs institutions compétentes et/ou à des 

organismes ou structures spécialisés à cet effet.  
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CINQUIÈME PARTIE 

DISPOSITIONS TRANSITOIRES ET FINALES 

 

 

Article 32 

Dispositions internationales auxquelles l’Accord ne porte pas atteinte 

 

Aucune disposition du présent Accord ne porte atteinte aux droits et 

obligations découlant : 

- pour la France, de sa qualité de membre de l’Union européenne ; 

- pour l’Uruguay, de sa qualité de membre du MERCOSUR. 

 

 

Article 33 

Faits antérieurs à l'entrée en vigueur de l'Accord 

 

1. Le présent Accord ne crée aucune ouverture de droit aux 

prestations pour toute période antérieure à son entrée en vigueur. 

 

2. Néanmoins, les périodes d'assurance accomplies sous la 

législation de l'un des États contractants ainsi que les événements survenus 

avant la date d’entrée en vigueur du présent Accord sont prises en 

considération pour déterminer les droits à prestation conformément aux 

dispositions du présent Accord. 

 

3. Le présent Accord ne s'applique pas aux droits liquidés par 

l'octroi d'un capital ou par le remboursement des cotisations. 

 

4. Pour l'application de l'article 8 du présent Accord, les personnes 

qui ont été envoyées dans un État contractant avant la date d'entrée en 
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vigueur du présent Accord sont réputées avoir commencé à cette date les 

périodes d’activité mentionnées par ledit article. 

 

 

Article 34 

Révision, prescription, perte du droit 

 

1. Toute prestation non versée ou suspendue en raison de la 

nationalité de l'intéressé ou en raison de sa résidence sur le territoire d'un 

État contractant autre que celui où l'institution compétente chargée du 

versement est située, fait l’objet, à la demande de l'intéressé, d’un 

réexamen au regard des dispositions du présent Accord. Elle peut, si elle 

est conforme à ces dernières, être versée ou rétablie à compter de l'entrée 

en vigueur du présent Accord. 

 

2. L'ouverture du droit des intéressés qui, avant l'entrée en vigueur 

du présent Accord, ont obtenu le versement d'une prestation, peut être 

réexaminée à la demande de ces personnes, conformément aux 

dispositions du présent Accord. Ce réexamen ne doit en aucun cas 

entraîner de réduction des droits antérieurs des intéressés. 

 

3. Si la demande mentionnée au paragraphe 1 ou 2 du présent article 

est présentée dans un délai de deux ans à compter de la date d'entrée en 

vigueur du présent Accord, tout droit découlant de l'application du présent 

Accord est effectif à compter de cette date et la législation de l'un ou 

l'autre État contractant relative à la perte ou à la prescription du droit n'est 

pas applicable à ces intéressés. 

 

4. Si la demande mentionnée au paragraphe 1 ou 2 du présent article 

est présentée plus de deux ans après l'entrée en vigueur du présent Accord, 
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les droits non susceptibles de déchéance ou non encore prescrits seront 

acquis à compter de la date de la demande, à moins que des dispositions 

législatives plus favorables de l’État contractant concerné ne soient 

applicables. 

 

 

Article 35 

Durée 

 

Le présent Accord est conclu pour une durée indéterminée. Il peut 

être dénoncé par l’un des États contractants. La dénonciation doit être 

notifiée par la voie diplomatique ; dans ce cas, l’Accord cesse de produire 

ses effets à l’expiration d’un délai de douze mois à partir de la date de la 

dénonciation.  

 

 

Article 36 

Garantie des droits acquis ou en cours d'acquisition 

 

En cas de dénonciation du présent Accord, tout droit à prestation et 

tout versement de prestation acquis en vertu du présent Accord sont 

maintenus et les États contractants prennent les dispositions nécessaires 

afin de garantir les droits en cours d'acquisition. 

 

 

Article 37 

Entrée en vigueur 

 

Les deux États contractants se notifient, par la voie diplomatique, 

l'accomplissement de leurs procédures constitutionnelles et 
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légales respectives, requises pour l'entrée en vigueur du présent Accord. 

Le présent Accord entrera en vigueur le premier jour du troisième mois 

suivant la date de la dernière notification. 

 

 

 

En foi de quoi les soussignés, dûment autorisés à cet effet par leurs 

Gouvernements respectifs, ont signé le présent Accord. 

 

 

 

Fait à Montevideo, le 6 décembre 2010, en deux exemplaires originaux, en 

langues espagnole et française, les deux textes faisant également foi. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Pour le Gouvernement  

de la République Orientale de l’Uruguay 

Pour le Gouvernement  

de la République française 
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